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INTRODUCCIÓNI

Las elecciones primarias e internas realizadas el 14 de marzo se llevaron 
a cabo en un contexto atípico marcado por la pandemia del COVID-19, 
los efectos de las tormentas tropicales ETA e IOTA y las crisis derivadas 
de las condiciones económicas, desempleo, seguridad ciudadana y 
migración que imperan en el país. 

Aunque la pandemia fue el factor que más impacto tuvo en la forma en 
que se llevaron a cabo las elecciones, según informes de observadores 
nacionales e internacionales, las mismas transcurrieron, sin mayores 
conflictos, las personas acudieron a votar, algunas cumpliendo las 
medidas de bioseguridad, y otras haciendo caso omiso a ellas, cómo si 
la pandemia no existiera. Producto de estas acciones se dió un repunte 
de contagios de COVID-19 en el país. 

Una particularidad del proceso fue, que pese a ser creados dos nuevos 
órganos electorales, Consejo Nacional Electoral (CNE) y el Tribunal de 
Justicia Electoral (TJE), las normas legales para cada institución siguen 
sin ser aprobadas por el Congreso Nacional. Además, los desembolsos 
presupuestarios fueron hechos de manera tardía, afectando en gran 
medida al CNE ya que muchas de las compras y contrataciones no se 
hicieron, o se realizaron de manera tardía. 

Otra característica fue la confrontación entre los tres partidos políticos 
mayoritarios (Nacional (PN), Liberal (PL) y Libertad y Refundación 
(LIBRE)) que trasladaron sus conflictos al CNE, dificultando o impidiendo 
la adopción de acuerdos que garantizaran la legitimidad de los comicios. 
Aunque la Ley establece que las elecciones primarias deben ser dirigidas, 
controladas y supervisadas por el CNE con apoyo de los partidos, a lo 
largo del proceso no hubo claridad sobre aquellas responsabilidades que 
recaen en el CNE y las que correspondían a los partidos. 
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Si bien las elecciones primarias se llevaron a cabo a pesar de la 
incertidumbre que predominó durante todo el proceso, las inconsistencias 
en el Censo Nacional Electoral y de la Base de Datos del proceso de 
enrolamiento; así como, las decisiones de último momento del CNE en 
lo relativo a las credenciales electorales, la inclusión de cuadernillos 
electorales y sobre todo, la falta de un sistema de transmisión de 
resultados oficiales, opacaron la fiesta cívica. A partir del cierre de la 
votación imperaron los mensajes de poca transparencia en el proceso, 
sumado a las denuncias de precandidatos de todos los partidos de 
“inflar” (adulterar) actas. Demostrando lo desgastado que está el sistema 
político y el sistema de partidos hondureño. 

Ante el llamado de que la sociedad civil juegue un rol importante para 
contribuir con la recuperación y aumento de la confianza, la transparencia 
e integridad del proceso electoral y acompañar a las instituciones públicas 
en su rol de garantes de la democracia en el país, la Red por la Equidad 
Democrática en Honduras (REDH) pone a disposición de la ciudadanía 
los hallazgos finales de la observación y monitoreo temático que cada una 
de las organizaciones que la conforman1 implementó para las elecciones 
primarias. El propósito de estos insumos, es generar una reflexión en 
los tomadores de decisiones, órganos electorales, partidos políticos y 
ciudadanía en general que busque evaluar objetivamente la calidad de 
las elecciones primarias con miras a identificar puntos de mejora para 
que las elecciones generales de noviembre próximo sean transparentes, 
confiables y gocen de la credibilidad y legitimidad ciudadana.

1   Integrado por:  La Pastoral Social Cáritas de Honduras, el Centro de Documentación de 
Honduras (CEDOH), el Instituto Universitario en Democracia, Paz y Seguridad (IUDPAS) 
de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras (UNAH), el Consejo Hondureño 
de la Empresa Privada (COHEP), la Asociación Nacional de Industriales de Honduras 
(ANDI), el Foro Social de la Deuda Externa y Desarrollo de Honduras (FOSDEH) y SIEN 
Comunicaciones.
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HALLAZGOS PRINCIPALES DE LAS 
OBSERVACIONES TEMÁTICAS

II

A.		 Desempeño institucional de los órganos electorales en 
		  el marco de las elecciones primarias

1.	 Consejo Nacional Electoral (CNE)

La nueva institucionalidad administrativa electoral al crearse ha tenido que 
sortear varias dificultades, por un lado, la ausencia de una nueva Ley Electoral 
que rigiera el marco de su trabajo, y por otro lado, se desarrolla sobre la base 
de la estructura institucional del anterior Tribunal Supremo Electoral (TSE), 
estructura altamente partidizada, que arrastra los vicios del pasado y que no 
garantiza una función electoral independiente y profesional. 

Aunque los Consejeros del CNE son electos por el Congreso Nacional con los 
dos tercios de votos de sus miembros, más ciertos requisitos para el cargo, la 
afiliación política fue el factor determinante en la elección, lo que contribuyó 
a mantener un alto grado de desconfianza y pone en cuestionamiento la 
independencia del nuevo ente.

En las elecciones primarias una de las principales debilidades del CNE, es que 
se enfrenta a una cultura electoral que no está cimentada en transparencia y 
el respeto de la voluntad popular, en donde la norma se ve superada por la 
tradición electoral. El CNE en el marco de sus atribuciones tomó el acuerdo de 
entregar las credenciales de los miembros de Mesas Electorales Receptoras 
(MER) para saber quiénes son los ciudadanos o ciudadanas que toman esta 
responsabilidad de custodia; sin embargo, la presión ejercida por los partidos 
políticos llevo al CNE a entregar las credenciales en blanco sin modificar 
el acuerdo tomado, siendo este acto una violación a la regla consensuada, 
volviéndose a repetir el vicio de entregar las credenciales en blanco, sin los 
correspondientes nombres, siendo éste uno de los principales problemas en 
las elecciones pasadas. Esta decisión evidencia una alta influencia del criterio 
partidario y una falta a la independencia del CNE, en donde la violación a la 
norma se produce por el peso de la tradición.
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Sumado a lo anterior, estuvo las inconsistencias de la Base de Datos del 
Enrolamiento bajo las cuales se elaboró un nuevo Censo Nacional Electoral, 
lo cual demostró la poca coordinación entre el CNE y el Registro Nacional 
Electoral (RNP), y la falta de voluntad para buscar soluciones en conjunto. 
Por otro lado, aunque es una responsabilidad del CNE dar seguimiento al 
control de las actividades de campaña, no existió un reglamento de campaña 
y de propaganda electoral que fuese de aplicación general a los tres partidos y 
14 movimientos internos. Se trabajó en un reglamento pero no se aprobó. En 
tal sentido, el CNE no llevó a cabo ningún tipo de monitoreo, ni otras acciones 
concretas de control de campaña. 

Otro factor que tuvo influencia en el desempeño de este órgano, tuvo que ver 
con que el presupuesto fue aprobado dos meses antes del evento electoral 
primario. Lo cual impidió que se llevarán a cabo las compras y contrataciones 
en los tiempos establecidos. Cómo fue el caso de que no hubo escrutinio 
preliminar por una decisión de carácter administrativa del CNE, asegurando 
a través del comunicado 09-2021 que “El Consejo, sencillamente declaró 
desierto el proceso de adjudicación porque no existían las seguridades 
necesarias de confiabilidad y transparencia exigida”. Esta decisión lejos de 
generar confianza fue el detonante para una nueva crisis de legitimidad de 
los resultados electorales. Si bien la noche de las elecciones primarias no 
hubo resultados oficiales, empresas no vinculadas, pero sí autorizadas por 
el CNE publicaron resultados con base a la técnica de boca de urna, lo cual 
contribuyó a generar cierta incertidumbre. 

El escrutinio general desarrollado e implementado por el propio personal del 
CNE dio inicio el día martes 16 de marzo, de manera tardía dos días después 
de celebrada las elecciones primarias, cabe resaltar que el CNE no permitió 
a los representantes de los partidos políticos y sociedad civil, estar presentes 
en la apertura de maletas y divulgación de las actas. A partir del 17 marzo el 
CNE comenzó a dar resultados oficiales a nivel electivo presidencial; hasta el 
22 de marzo anunció públicamente el acceso a la plataforma web para que 
la ciudadanía pudiera visualizar los resultados en todas sus candidaturas. 
Así mismo dio apertura a la ciudadanía en general a que llegaran al centro 
de cómputo donde se escanean las actas y se alimenta la base de datos. Sin 
embargo, la tardanza en el conteo de las actas y las denuncias de supuesto 
fraude electoral no generó transparencia y por lo tanto incidió negativamente 
en la integridad electoral.

Al 20 de marzo, fecha de cierre del presente monitoreo, se contabilizaban 
un total de 47,125 actas escaneadas de un total de 71,640 equivalente 
al 66%; había un total de 1,192 actas que pasarían a verificación pública 
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por presentar incongruencias, inconsistencias e indicios de ser infladas y la 
posible comisión de delitos de fraude electoral y un total de 983 actas que 
pasaría a verificación pública por encontrarse completamente en blanco. 
Además, se reportaba por parte del CNE un total de 29 escritos recibidos de 
impugnación de resultados, cuatro que corresponden al Partido Liberal (PL), 
dieciocho al Partido Nacional (PN) y siete al Partido Libertad y Refundación 
(LIBRE). Dichos reclamos están en proceso.

2.	Tribunal de Justicia Electoral (TJE)

En cuanto al TJE tiene la fortaleza de ser una entidad nueva y consecuentemente 
no tener que cargar con un pasado, teniendo la oportunidad de convertirse en 
un órgano imparcial, autónomo e independiente partidariamente y de cualquier 
otro órgano de Estado, garantizando que sus decisiones estén apegadas a 
derecho, siendo las elecciones primarias la que se convierte en la primera 
prueba y oportunidad de demostrar la objetividad, legalidad y el respeto al 
debido proceso en sus actos y actuaciones. Desde luego debe tenerse en 
consideración que esta manera de actuar puede ser vista negativamente por 
los actores políticos y convertirse en una de las principales amenazas para el 
funcionamiento independiente del TJE.

Para el cumplimiento de sus funciones, el TJE tiene como principal debilidad, el 
no contar con la Ley Procesal Electoral. La nueva legislación no ha sido aprobada 
por el Congreso Nacional, por lo que el TJE para cumplir con sus atribuciones 
ha tenido que aplicar Ley Electoral y de Organizaciones Política (LEOP) aún 
vigente, adaptar la Ley de Procedimientos Administrativos y supletoriamente 
la Ley Procesal Civil, así como aplicar la normativa internacional de derechos 
humanos. Por ahora, la atribución legal sólo establece que “conocerá sobre 
recursos derivados de las elecciones primarias y generales…” sin agregar 
“otros conflictos” lo que deja un vacío normativo sobre los aspectos que 
deben abordarse por la vía administrativa y jurisdiccional.

El TJE, dado las condiciones generadas por la Pandemia del COVID-19 no 
ha contado con los recursos financieros solicitados, lo que ha constituido otra 
debilidad para lograr un mejor funcionamiento. 

Hasta la fecha todas las decisiones de las resoluciones emitidas han sido por 
votación unánime, lo que puede indicar que sus actos los están realizando 
con base a su compromiso de trabajar de forma independiente y apegado al 
marco constitucional legal.
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Un aspecto fundamental para el buen funcionamiento del TJE, es que los 
actores políticos como protagonistas del proceso deben estar claros de los 
procedimientos a seguir para la presentación de los recursos correspondientes, 
una vez agotada la instancia administrativa. Hay actores políticos que en 
el año 2020 interpusieron recursos de apelación, ante las resoluciones 
administrativas emitidas por el CNE2, y otros han recurrido a la instancia del 
TJE sin haber agotado la vía administrativa. 

Posterior al desarrollo del evento electoral primario, el TJE al cierre del 
presente monitoreo aún no había recibido ningún recurso de apelación, dado 
que los mismos se encuentran en la fase administrativa.

B.	 Conflictividad y violencia política

Para el monitoreo de la conflictividad y violencia política se diseñó un sistema 
de información que ha permitido dar seguimiento de la violencia que afecta a los 
candidatos/as a diputados/as, dirigentes, militantes, simpatizantes o electores 
de los movimientos internos de los partidos políticos de los departamentos 
de Cortés y Copán, se redefinieron variables e indicadores y se precisaron 
los medios de comunicación. Los casos identificados se contrastaron con los 
registrados por las fuentes oficiales (Dirección de Medicina Forense, Policía 
Nacional y RNP); además de los medios de comunicación escritos y digitales 
del país (fuentes secundarias). 

Del 01 de enero al 31 de marzo, se han identificado, digitado y clasificado 
nueve (9) casos de violencia política en los departamentos en estudio, de 
los cuales cinco (5) casos de amenaza que representan el 55.6%, casos de 
coerción, homicidio, atentado y rapto se presentaron un caso de cada uno, 
que suman cuatro casos. De acuerdo al Partido Político a que pertenecen, 
afectó a los candidatos, dirigentes y militantes: al Partido Nacional (PN) 
afectó con cinco casos, cuatro (4) amenazas y un atentado, que representan 
el (55.6%%), al Partido Libertad y Refundación (LIBRE) con tres casos de 
homicidio, rapto y uno de coerción (33.3%) y al Partido Liberal (PL) un caso 
de amenaza que representa el (11.1%).

2   Caso Loreley Concepción Fernández Rodríguez: Ver enlace de sentencia
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Tabla 1
Víctimas de violencia política en Honduras

Según Partido Político y tipo de hecho
Departamento de Copán y Cortés
1 de enero al 31 de marzo 2021

Violencia Política 
Partido Liberal 

(PL)
Partido Libertad y 

Refundación (Libre)

Partido 
Nacional 

(PN)

Total 
general

COPÁN 1 0 1 2
AMENAZAS 1 0 0 1
ATENTADOS 0 0 1 1

CORTÉS 0 3 4 7
AMENAZAS 0 0 4 4
COERCIÓN 0 1 0 1
HOMICIDIO 0 1 0 1
RAPTO 0 1 0 1

Total general 1 3 5 9
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La violencia política afecta los derechos políticos –electorales de candidatos/
as a diputados/as, alcaldes/as y activistas de los diferentes movimientos 
internos de los tres partidos políticos que participaron en el proceso de 
elecciones primarias. Así mismo, se constata que los líderes de los partidos 
políticos y sus movimientos internos no asumen la cuota de responsabilidad 
ante los casos de violencia política que sufren los candidatos/as y militantes. 
No se posicionan y menos demandan a las instancias del Estado para que 
inicien diligencias investigativas para el esclarecimiento de los móviles y 
circunstancias que generaron la violencia política. 

Como parte del monitoreo,  se dio seguimiento ante las entidades de 
seguridad y justicia a nivel municipal para evidenciar si los afectados/as por la 
violencia política habían interpuesto denuncias y solo en el caso de amenaza 
del Alcalde Municipal y actual candidato a Alcalde por tercer periodo por el 
movimiento Yanista del Partido Liberal (PL) de Santa Rosa de Copán, que 
interpuso la denuncia ante la Dirección de Investigación Policial (DPI). En 
los casos de alto impacto del homicidio de Miguel Humberto Rodríguez y el 
rapto de Rafael Antonio Brevé, los dos candidatos a diputados, las instancias 
oficiales actúan de oficio y en la actualidad están en proceso de investigación 
criminal sin resultados aparentes.

C.	 Clientelismo y compra de votos

Durante las elecciones primarias e internas del pasado mes de marzo, la 
REDH confirmó que el clientelismo político no es una práctica en vías de 
extinción en Honduras; al contrario, está vigente, se amplía y adapta a las 
circunstancias de cada proceso electoral, convirtiéndose en un freno respecto 
a los avances democráticos que puedan lograrse porque afecta directamente 
la calidad de la campaña electoral y fomenta la poca transparencia del 
financiamiento político. 
Aunque el contexto de pandemia limitó un poco la forma de hacer campaña 
cómo era acostumbrado por los partidos políticos, y acatando algunas de las 
recomendaciones de bioseguridad dictadas por el CNE hubo restricciones 
y limitaciones para convocar concentraciones masivas, movilizaciones 
nacionales y visitas de casa en casa. Esos despliegues políticos siempre 
tuvieron lugar, pero en una proporción menor a la habitual.

Los tres partidos políticos que participaron en las elecciones primarias e 
internas pusieron en práctica sus diversas estrategias de clientelismo electoral, 
tomando en cuenta la disponibilidad de recursos de cada uno y el énfasis que 
le dedicaron a los diferentes componentes de los modelos proselitistas.
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El partido de gobierno, como ya es usual, dispuso de un acceso privilegiado a 
los dineros públicos y a los diferentes recursos del Estado, lo que le permitió 
desplegar su estrategia clientelar en todo su esplendor en el tiempo y en 
el espacio electoral. Los partidos de la oposición, casi siempre deficitarios 
en cuanto a disponibilidad financiera, privilegiaron los métodos del contacto 
directo, la visita domiciliar, el mensaje contestatario y, las promesas 
desmedidas y las ofertas utópicas.

La permisibilidad al clientelismo electoral encaja con la legislación actual 
del país, en la que inducir a un elector a no votar o a votar en un sentido 
determinado no es considerado un delito. Las organizaciones políticas, en 
el marco del proceso electoral, no están prohibidas de efectuar la entrega, 
promesa u ofrecimiento de dinero, regalos, dádivas u otros obsequios de 
naturaleza económica, de manera directa o a través de terceros. En la Ley 
Electoral y de Organizaciones Políticas (LEOP) y en el nuevo Código Penal se 
encuentran numerosas causales por las que procede una acción de nulidad o 
una investigación judicial, pero ninguna censura expresamente a la práctica 
del clientelismo electoral.
Lo que se considera una acción constitutiva de delito es la compra o venta 
del voto en el proceso de votación, una práctica cada vez más compleja 
por el costo financiero y político que implica. En su lugar se observa una 
creciente expansión de los programas asistenciales con fondos públicos como 
instrumento central del clientelismo electoral, favoreciendo a los partidos de 
gobierno. 

El patronazgo estatal (entendido de manera amplia, no limitada a la 
empleomanía), presenta diferentes modalidades, desde programas 
asistenciales con fondos nacionales e internacionales (deuda externa), hasta 
partidas de financiamiento que se entregan a diputados y alcaldes para que 
los inviertan a su discrecionalidad. Son modalidades que pretenden generar 
lealtad ciudadana no sólo al partido de gobierno sino también a la autoridad 
pública que tiene acceso a esos fondos y los reparten.

Además de los programas asistenciales oficiales, las fuentes de financiamiento 
del clientelismo de base pueden ser de partidas municipales, legislativas o 
de fondos privados. Las partidas municipales, que permiten a los alcaldes y 
regidores financiar cierto tipo de ayudas, varían conforme los presupuestos 
disponibles. Por lo cual, estar en el poder (en cualquier cargo) crea una 
ventaja en la competencia electoral. 

Entre las características que permiten deducir el vínculo político partidario de 
los programas asistencialistas se pueden citar las siguientes:
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-	 Su absoluta dependencia de la figura presidencial.
-	 Empleados públicos con vínculos partidarios.
-	 Utilización proselitista de las bases de datos de los programas 

asistenciales.
-	 La presencia de los líderes y candidatos políticos en la entrega de obras 

y ayudas públicas.

PROGRAMAS DE ASISTENCIA SOCIAL  DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO E INCLUSIÓN SOCIAL 
( SEDIS)

Bono Vida Mejor 
Rural

Apoyo a las 
Microempresas por una 

Vida Mejor
Copa Juventud Programa Alimentación 

Escolar Guías de Familia

Bono Vida Mejor 
Urbano

Centros de Atención 
a personas con 
Discapacidad y Tercera 
Edad

Futbol en mi Barrio

Expresiones Artísticas/ 
Segundo Concurso 
De Arte Juvenil 
"Mis Imágenes, Mis 
Palabras" Los Jóvenes 
Cambiando a Honduras

Honduras para 
Todos

Adulto Mayor Bolsón y Útiles Escolares Una Navidad con 
sentido Solidario

Programa Promocional 
de la Seguridad 
Alimentaria Desarrollo e 
Inclusión Social Lempa

Criando con Amor

Mejores Familias 
para una Vida 
Mejor

Atención a Mujeres, 
Jóvenes y Niños en 
situación de Violencia y 
Riesgo Social

Cine Comunitario Uniformes Escolares
Prevención de 
Embarazos en 
Adolescentes

Vivienda Saludable
Atención a la 
problemática de Pesca 
por Buceo

Barrio Planificado
Participación, 
Desarrollo Humano y 
Acompañamiento Social

Apoyo a La Red 
de Inclusión Social 
con Prioridad en 
Occidente

Alimento Solidario Gimnasio Juvenil

Seminarios Talleres 
con Operadores 
de Justicia en 
Derecho Indígenas y 
Afrodescendiente

Dirección de 
Discapacidad Salud Solidaria

Escuelas 
Saludables

La Campo Cielo tiene 
Talento

Apoyo 
Microempresarial a 
la Mujer Tolupán 

Agricultura Familiar por 
una Vida Mejor

Proyecto de 
Integración de la 
Protección Social 
6401-HN

Desarrollemos 
Honduras Aprende Joven

Oportunidades a 
Madres y a Jóvenes 
como Estrategia de 
Salida del Bono Vida 
Mejor 

Centros Pedagógicos 
de Atención a 
Adolescentes Infractores

Programa Mejores 
Familias con la 
Estrategia de 
"Adolescentes que 
Sueñan Familias 
que Apoyan"

Bono Vida Mejor 
para Personas con 
Discapacidad

Zapato Escolar No están Solos

Honduras Solidaria COVID-19

Fuente: Elaboración CEDOH, investigación “Clientelismo electoral y compra de votos, elecciones primarias e internas de 
Honduras, marzo 2021”.
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En las elecciones primarias se confirmó que el alto costo de sufragar prácticas 
clientelares explica que sean los partidos en el gobierno los que más recurren 
a su ejercicio, aprovechando el uso de recursos públicos. Ello incide en el tono 
confrontativo de las campañas electorales puesto que carente, por lo general, 
de los recursos institucionales y privados de que dispone el oficialismo, la 
oposición (PL y LIBRE) basan sus campañas en la crítica más que en la 
propuesta.

No obstante, en zonas específicas del país donde predomina el crimen 
organizado, como en algunos departamentos del litoral atlántico (Colón, 
Atlántida) o fronterizos (como Copán), la práctica clientelar, además de 
asistencialista, suele incluir la compra en efectivo a los votantes. Se confirma 
que ahí donde el Estado es débil y los ciudadanos están menos protegidos 
y en peores condiciones de vida, los partidos y sus candidatos tienen mayor 
capacidad de maniobra para practicar y diversificar prácticas clientelares.

D.	 Financiamiento político de campañas electorales

Se llevó a cabo el proceso de monitoreo de la publicidad electoral en 
televisión y radio realizada por precandidatos, corrientes y partidos políticos 
que participaron en las elecciones primarias e internas del 14 de marzo. 
El trabajo realizado incluyó la identificación, recolección y clasificación de 
mensajes de propaganda política que permiten cuantificar el gasto publicitario 
en una muestra de grabación de 9,000 horas sobre el proceso electoral, en el 
periodo comprendido del 25 de enero al 08 de marzo de 2021, para un total 
de 43 días a razón de 16 horas diarias. 

El trabajo de campo e integración se compone de tres (3) elementos generales: 
i) Matriz de grabación, identificando medios de comunicación con cobertura 
nacional y que cuentan con mayor incidencia de transmisión, en una franja 
continua de grabación, con horario de 6:00 am a 10:30 pm. ii) El precio 
de spot se ha determinado a partir de los valores pagados en las franjas 
publicitarias en los diferentes medios de comunicación y ha sido consignado 
en una matriz que permite cuantificar el valor de los spots transmitidos y lograr 
la totalidad del gasto publicitario. iii) Variables de seguimiento: Recolectada 
la información y procesada, se conforma una matriz que permite realizar y 
exponer las diferentes variables objeto de seguimiento. 
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Los principales resultados del monitoreo indicaron, entre otros:

-	 Los candidatos presidenciales tuvieron mayor presencia en todo el 
período de publicidad, con un gasto que ronda los L. 23,490,915.50.

-	 Febrero fue el mes que reflejó la mayor inversión publicitaria de todas 
las candidaturas L. 31,150,628.00.

-	 El día en que se realizó una mayor inversión en todos los tipos de 
medios fue el 05 de marzo con un valor total de L.3,857,897.00.

-	 El Partido Nacional y Liberal hicieron una inversión publicitaria al mismo 
nivel, con valor que ronda los 24 millones de lempiras.

-	 El Partido Liberal publicito por 43 días, Partido Libertad y Refundación 
por 38 días y el Partido Nacional por 34 días.

Los medios de comunicación tradicionales continúan siendo un importante 
destino para la promoción y publicidad de las campañas de los candidatos a 
elección popular, y por ende de los gastos. HCH fue el medio que recibió mayor 
inversión de publicidad política en el período de desarrollo de la muestra, con 
un valor de L. 18,068,800. Otros canales fueron Canal 11, Q’Hubo Tv, Une 
tv y TEN. En cuanto a radios Radio Globo, RCV y HRN lideran.

Inversión por partido por tipo de medio

Tipo de medio Liberal Libre Nacional Total general

Radio  L       529,172.50  L        469,775.00  L        445,855.00  L    1,444,802.50 

Televisión  L  23,724,483.00  L    6,241,202.50  L  24,008,826.50  L  53,974,512.00 

Total general  L  24,253,655.50  L    6,710,977.50  L  24,454,681.50  L  55,419,314.50 

Fuente: COHEP a partir del Monitoreo de medios implementado en las elecciones primarias 2021.
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Los candidatos o aspirantes que más destinaron recursos a la campaña 
electoral, según la muestra, fueron los siguientes:

Yani Rosenthal Liberal	 L13,030,965.00 

Nasry Asfura	 Nacional L5,661,510.00 

David Chávez	 Nacional L4,565,229.00 

Mauricio Oliva	 Nacional L2,365,760.00 

Eliseo Castro Liberal	 L2,263,697.00 

Ricardo Álvarez Nacional	 L1,525,237.50 

Mario Noé Villafranca Liberal	 L1,478,802.00 

Luis Zelaya		  Liberal	 L1,464,310.00 

Javier Santos		  Liberal	 L1,320,306.00 

Tadeo Nodarse Liberal	 L1,228,975.00 

Juan Diego Zelaya	 Nacional	 L1,210,938.50 

Renan Inestroza Nacional	 L1,070,390.00 

Ebal Diaz		  Nacional	 L1,058,159.00 

Antonio Rivera 		 Nacional	 L   957,186.50 

Samir Molina		  Nacional	 L   937,886.50
Fuente: COHEP a partir del Monitoreo de medios implementado en las elecciones primarias 2021.

Una lección aprendida en el monitoreo de la publicidad electoral, es la 
importancia de considerar en la observación, no sólo los medios tradicionales 
(televisión y radio), ya que se ha observado que la gran mayoría de los 
precandidatos y movimientos, han usado las redes sociales cómo medios 
inmediatos de publicidad, para promocionar sus eventos y dar a conocer 
sus posturas ante diferentes temas. Por tanto, un monitoreo de la publicidad 
electoral completa deberá abarcar el seguimiento y análisis de las redes 
sociales.

Por otra parte, se diseñó una metodología de observación y monitoreo 
ciudadano de la Unidad de Financiamiento, Transparencia y Fiscalización 
a partidos políticos y candidatos (UFTF) para ser implementada durante las 
elecciones del 2021 en el país. La metodología se desarrolla con base, a un 
conjunto de indicadores distribuidos en tres dimensiones de análisis: eficacia: 
el grado de cumplimiento del objetivo de la organización, en relación a su 
obligación legal; calidad: la capacidad de las instituciones para responder 
de forma consistente y directa a las necesidades de las partes interesadas; y 
transparencia: la herramienta con la que cuentan las instituciones públicas 
para crear confianza en sus usuarios y el involucramiento ciudadano en sus 
acciones.
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Estos ejes de evaluación estaban orientados a realizar una observación 
sistemática del desempeño de la UFTF en el cumplimiento de su mandato 
legal, expresado a través de las cinco funciones que la ley encomienda a 
esta institución. Sin embargo, la UFTF debió enfrentar su primera gestión 
(Año 2017) sin presupuesto propio, utilizando una partida prestada por el 
TSE (Ahora Consejo Nacional Electoral- CNE) y hasta la fecha padece serias 
carencias presupuestarias, de personal y logísticas (a enero de 2021 el 
organismo cuenta con un personal de 39 funcionarios, sólo cinco más que en 
enero de 2018, frente a un proceso electoral primario de 6 mil aspirantes a 
cargos de elección popular). Estas carencias en cuanto a personal y presupuesto 
se reflejan en el desempeño de la UFTF. Además, si bien la UFTF  debe recibir 
y auditar los informes financieros de los partidos políticos de manera anual, 
aún no se han publicado los resultados de tales procesos para los años 2018 
y 2019. Tampoco ha publicado sus informes de gestión para los  años 2019 
y 2020. La situación descrita levantó dudas sobre su capacidad de cumplir 
con su mandato legal a cabalidad para las elecciones primarias de marzo de 
2021, mismas que se podrían trasladar a las elecciones generales.  

De alguna manera, las debilidades de la UFTF, pueden maximizarse, ante 
la falta del cumplimiento de los mecanismos de control establecidos en la 
ley, por parte de los sujetos obligados. Ya que, a la fecha de elaboración 
de este monitoreo, la UFTF tuvo que brindar varias prórrogas. Entre ellas, 
dos extensiones del plazo para la presentación de la cuenta asignada 
para el control del financiamiento de campaña (hasta el 08 de marzo), y 
pasada las elecciones primarias, una prórroga hasta el 30 de abril para 
que las precandidatas, precandidatos y movimientos cumplieran con su 
responsabilidad de presentar el informe financiero de gastos de campaña. 
Esta última prórroga aún no caduca; sin embargo, basado en los resultados 
que se tuvieron de la primera prórroga, donde sólo el 33% de los sujetos 
obligados cumplió con lo requerido, no augura buenos resultados en cuanto 
el cumplimiento de presentación de informe de cierre contable. 

Estas prórrogas imposibilitan un análisis de datos sobre el monitoreo de 
medios versus el reporte de financiamiento de los precandidatos, debido a 
que, no todos los sujetos obligados han entregado la información que permita 
hacer una comparación de lo observado en relación a lo reportado. Por lo 
tanto, si bien las prórrogas viabilizan una alternativa para que los obligados 
puedan cumplir con sus obligaciones, por otro lado, limitan y/o dificultan los 
ejercicios de  monitoreo y observación. 
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E.	 Gasto público durante las elecciones primarias

Honduras se ha caracterizado por tener procesos electorales relativamente 
costosos versus el  beneficio social y político, y el impacto económico que 
estos han dejado. Para el caso, en el año 2017, el Tribunal Supremo Electoral 
(TSE) ejecutó L 1,249.01 millones [3], mientras el Presupuesto Aprobado 
del CNE para el proceso electoral de 2021 corresponde a L 1,504.45 
millones, superior en L 255 millones; además, en este año 2021 se añade, el 
presupuesto del TJE que asciende a L 95.26 millones y el RNP con L 824.27 
millones (Ver Cuadro 1).

En el año 2020 el CNE cerró con una ejecución de L 367.0 millones, a 
pesar de haber sufrido un incremento presupuestario de L 344.0 millones 
con respecto al Presupuesto Aprobado para dicho año (L 133.45 millones). 

El TJE ejecutó el 84% de su presupuesto, que representa L. 29.4 millones. 
El RNP con una ejecución con modificaciones presupuestarias de L 1,181.4 
millones que representan el 99.7% del presupuesto, los cuales se detallarán 
más adelante. 

Desde el año 2010 al 2021, se ha observado una ausencia de planificación 
presupuestaria en los procesos electorales lo que desemboca en indisciplina 
del manejo idóneo de los recursos públicos. Como se ha constatado, en 
los ejercicios fiscales se realizan reiteradas modificaciones presupuestarias 
[4]. Tal es el caso que en el año 2012 cuando se celebraron las elecciones 
primarias, se registraron incrementos presupuestarios en más de 900%, en el 
2013 para las elecciones generales se realizó un incremento del 46%. 

3   FOSDEH. Seguimiento y Monitoreo al gasto público en el proceso electoral 2017.
4   Cita extraída: FOSDEH (noviembre 2017). Pronunciamiento del FOSDEH. Recuperado de: http://
www.fosdeh. com/2017/11/pronunciamiento-del-fosdeh-elecciones-2017/  

Cuadro 1: Presupuesto Aprobado de las Órganos Electorales

Valores en millones de Lempiras
Año 2021

Descripción Presupuesto Aprobado

Consejo Nacional Electoral 1,504.45

Tribunal de Justicia Electoral 95.26

Registro Nacional de las Personas 824.27

Fuente: Elaborado por el FOSDEH con datos de la Secretaría de Finanzas. 



16

Este comportamiento se replicaron en el proceso electoral de 2017, las 
modificaciones representaron un 510.6% [5].
El presupuesto asignado para Elecciones Primarias 2021 corresponde a L 
771,834,022.00 presupuesto mayor (57%) con respecto al ejecutado del 
año 2017. De la misma manera, se incrementó la asignación para Elecciones 
Generales; L 599,165,978.00, un aumento del 9% con respecto al ejecutado 
del año 2017.

Si bien, el CNE tiene como fin institucional administrar procesos electorales 
limpios, transparentes y confiables, que garanticen el respeto de la voluntad del 
pueblo, buscando como resultado incrementar la percepción de satisfacción 
con la democracia en la ciudadanía. La realidad es otra, revisando la 
ejecución presupuestaria y la toma de decisiones de sus autoridades, persiste 
la improvisación y la percepción que la autoridad electoral solamente atiende 
a intereses partidarios, más no de las mayorías; generando de esta manera, 
un ambiente de incertidumbre y desconfianza en el proceso electoral.

En el caso del TJE, éste surge de las recomendaciones internacionales de separar 
las funciones administrativas de las jurisdiccionales en materia electoral, 
como reza su objetivo institucional que es “proveer servicios de jurisdicción 
electoral, con celeridad razonable y ajustados a lo fijado en la normativa, 
que aseguren la restitución de derechos”, se asignan recursos públicos para 
obtener como resultado un acceso amplio y efectivo a la Justicia Electoral. 
En este sentido, durante el ejercicio fiscal del año 2020, se contempló para 
el TJE un presupuesto aprobado de L 35 millones de los cuales se ejecutó el 
84% de su presupuesto sin modificaciones presupuestarias, pero con algunas 
variantes determinadas por la Secretaría de Finanzas (SEFIN) a partir del 
impacto que tuvo en la economía, la pandemia por el COVID-19.
La ejecución presupuestaria del TJE para el año 2020, se vio afectada por 
medidas a la ejecución del gasto, establecidas por la SEFIN para varias 
instituciones públicas durante a la pandemia, entre ellas una reserva 
presupuestaria que representó aproximadamente el 15.65% del presupuesto 
aprobado del TJE, afectando la adquisición de bienes y servicios, ya que no 
se efectuó ningún desembolso para la adquisición de bienes y suministros, 
y bienes capitalizables. Ya para finalizar el año 2020, SEFIN (ante solicitud 
realizada por el Tribunal y premura que suponían las elecciones primarias) hizo 
la liberación de las líneas presupuestarias en reserva. Las que permitieron al 
TJE poder hacer las inversiones necesarias para el ejercicio de sus funciones6. 
Para el año 2021, el presupuesto aprobado asciende a L 95,263,380.00 y 
la ejecución presupuestaria representa el 58.5% de su presupuesto a finales 
de marzo.

5   FOSDEH. (2017). Seguimiento y Monitoreo al gasto público en el proceso electoral 2017. 
6   Ver Informe de Gestión y actividades 2020. Tribunal de Justicia Electoral. Pág.16. - Link
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Además, se monitoreó las publicaciones de la Unidad de Compras y 
Contrataciones Electorales (UCCE) del CNE en el Sistema de Información de 
Contratación y Adquisiciones del Estado de Honduras “Honducompras” de 
la Oficina Normativa de Contratación y Adquisiciones del Estado (ONCAE). 
La observación reflejó que, entre el mes de enero y febrero, la UCCE publicó 
25 procesos de compra en el Sistema de Información de Contratación y 
Adquisiciones del Estado de Honduras “Honducompras¨. Al 31 de marzo 
del presente año; seis (6) fueron declarados desiertos y 19 aún estaban en 
evaluación.

Finalmente, el CNE declaró desierto el proceso de licitación de la Transmisión 
de Resultados Electorales Preliminares (TREP) y fue sustituido por un “sistema 
hecho en casa”, dejando a discrecionalidad de los movimientos de los partidos 
el escrutinio y divulgación preliminar de los resultados. En este sentido, el 
pasado 14 de marzo se llevaron a cabo elecciones sin un TREP, además, no 
hubo una oportuna comunicación a la ciudadanía sobre lo que pasaría en 
relación con la divulgación de los resultados lo que provocó desconfianza en 
la ciudadanía y puso en peligro la credibilidad de los resultados. Tomando en 
cuenta la importancia que supone la transmisión preliminar de los resultados 
electorales en la generación de percepción de integridad de un proceso 
electoral, es esencial que se hagan las inversiones pertinentes para obtener, 
no solo un sistema que responda a la eficiencia y transparencia, sino también 
a criterios tecnológicos y supere las persistentes prácticas fraudulentas en las 
MER. 

F.	 Perfiles y propuestas de las y los candidatos (as)

Para las elecciones primarias se desarrolló un plan piloto para la puesta en 
marcha de una plataforma denominada “Dato Público” para la observación y 
divulgación de información sobre perfiles de precandidatas y precandidatos a 
la alcaldía del Distrito Central (https://datopublico.hn). Dato Público fue creado 
para animar a las precandidatas y precandidatos a participar compartiendo 
información útil para la ciudadanía al momento de elegir. Se pretendió medir 
el grado de participación y hasta dónde ellas y ellos, están dispuestos a 
compartir su información.

La metodología ofreció un modelo estándar en cinco temas: hoja de vida, 
plan de trabajo, declaración de bienes patrimoniales, declaración de intereses 
y procesos judiciales. Se asignó un puntaje que varió dependiendo de si 
compartió o no la información: Rango 2: si la o el precandidato proporcionó 
la información, directamente obtiene todos los puntos de la variable; Rango 
1:  si la información fue obtenida a través de investigación en internet, se 



18

otorgó la mitad de los puntos de la variable; Rango 0: si la información no fue 
encontrada en ningún lugar, no se otorgó ningún porcentaje.

Pese a que se trató de un proyecto piloto con tiempos muy reducidos, uno 
de los desafíos más grandes del proyecto fue sin duda la obtención de la 
información, dado que las y los políticos no son abiertos a brindar (ni siquiera 
los planes de trabajo o propuestas), y fue una ardua labor poder recabar la 
información de fuentes confiables. No se encontró diferencia entre quienes ya 
ostentaban un cargo a elección popular y aquellos que lo hacen por primera 
vez.

En términos generales, el trabajo realizado por Dato Público, revela que los 
procesos internos de los partidos políticos, para la selección de candidatos 
(as) son poco rigurosos y formalizados, y no existen mecanismos de 
autorregulación; para el caso: 

1.	 Existe una correlación clara entre el poder financiero de las y los 
candidatos y la posibilidad de ser escogido por la dirigencia del partido 
político a un cargo de elección popular. Este tipo de candidaturas carecen 
de voluntad para transparentar sus datos y compartir su información con 
el electorado; los criterios éticos, educacionales, profesionales quedan 
al margen y carecen de valor.

2.	 En general, existe poca regulación en los sistemas partidarios en 
relación a constituciones, leyes de partidos, códigos electorales, etc. 
lo que genera un amplio espacio de discrecionalidad para interpretar 
quiénes pueden aspirar a una  candidatura. 

3.	 Los partidos políticos, los sitios digitales de los partidos y de aspirantes 
a cargos de elección popular, así como el mismo CNE, no cuentan 
con disposiciones claras que reglamenten el proceso para que las y 
los candidatos estén obligados a poner a disposición de la ciudadanía  
información que permita un voto libre e informado.

Por tanto, este ejercicio piloto nos ayuda a concluir que la ciudadanía asiste a 
las urnas sin conocer a ciencia cierta quiénes son, cuáles son sus propuestas 
e incluso la disposición de ser transparentes de las y los candidatos a cargos 
de elección popular. Sin esta información no puede haber un voto consciente, 
por ello, esta iniciativa se presume muy importante para que el electorado no 
elija a ciegas.
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CONCLUSIONESIII

1.	 En materia de independencia del actuar de los órganos electorales, se evidencia y constata 
que el CNE sigue estando determinado por la tradición política, lo que lo ha llevado al 
incumplimiento de acuerdos o a no concluir procesos fundamentales tal como la no 
aprobación del reglamento de campaña electoral. El CNE debe renunciar al modelo de gestión 
político-sectario y asumir un rol eminentemente técnico que procure la mejora de la baja 
calidad técnica del proceso que fue identificada en el 2017, (MOE- Organización de Estados 
Americanos) y replicada en las elecciones primarias e internas recientes.

2.	 El rol del escrutinio de resultados quedó en manos de los partidos políticos y de los medios 
de comunicación en su rol informativo. Consecuentemente se generó incertidumbre y poca 
confianza en la población quedando evidenciado la debilidad institucional del CNE.

3.	 Las personas afectadas en un 66.6% (7) de los casos de violencia política no denunciaron 
ante las autoridades de seguridad y justicia; y estas instancias no desarrollan procesos de 
investigación criminal de oficio. Aun cuando se está a la espera de que resuelvan de oficio 
los casos de rapto y homicidio de los candidatos del Partido LIBRE por el departamento de 
Cortés.

4.	 El clientelismo es una práctica culturalmente arraigada, lo que permite comprender la 
tolerancia y disposición de los partidos políticos y el electorado a aceptarlo, promoverlo, 
y retribuirlo. Ningún dirigente o candidato político consultado, de las tres organizaciones 
participantes en las elecciones primarias, lo consideró ilícito desde el punto de vista ético.

5.	 Los programas asistencialistas se expanden a través de múltiples modalidades, tanto en las 
regiones rurales como en los cinturones pobres de las principales ciudades. Se confirmó que 
las estructuras partidarias son claves, pero no imprescindibles, para acceder a los beneficios 
sociales. Además de consolidar su “voto duro” para estas elecciones, el Partido Nacional (PN) 
también se vinculó asistencialmente a potenciales electores de otros partidos o que no tienen 
militancia partidaria.

6.	 En materia económica presupuestaria, a pesar de la reestructuración y creación de nuevas 
instituciones electorales, y continuos incrementos presupuestarios al proceso electoral, ha sido 
insuficiente para suprimir la improvisación y ausencia de planificación presupuestaria, que ha 
venido siendo una constante en la última década en los órganos electorales, desembocando 
en una inadecuada gestión (ejecución) pública.

7.	 Ante la necesidad que el CNE realizara inversiones y adquisiciones fundamentales adecuadas 
para garantizar la calidad del proceso electoral (como ser el TREP, maletas electorales, papeletas 
electorales, credenciales, otros), estas fueron extemporáneas, es decir, fueron lanzadas con 
tiempos inadecuados. Conllevando a que estos procesos de compras y contrataciones fueran 
declarados desiertos o cancelados por el CNE y se desconoce la información y condiciones 
bajo las cuales fueron reiniciados estos procesos.
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RECOMENDACIONES IV

1.	 El Congreso Nacional debe aprobar la nueva Ley Electoral garantizando su aplicación en 
las elecciones generales. Dicha ley debe contener temas trascendentales para el país, cómo 
ser la segunda vuelta electoral para futuros procesos electorales y la ciudadanización de 
las mesas electorales para superar las persistentes prácticas fraudulentas de manipulación 
de actas electorales. Así mismo, cuando estas prácticas sucedan, las instancias judiciales 
competentes en materia electoral, deben deducir responsabilidad, para evitar que estos actos 
queden en la impunidad. 

2.	 El Congreso Nacional debe dotar de las herramientas jurídicas que brinden certidumbre y den 
seguridad jurídica electoral, garantizando contar con reglas claras, por lo que debe concluir el 
debate y aprobar la nueva Ley Procesal Electoral antes de la convocatoria del evento electoral 
general del próximo mes de mayo. 

3.	 El Poder Ejecutivo debe asignar el presupuesto para las elecciones generales con suficiente 
antelación o al menos inmediatamente después de la Convocatoria de elecciones generales, 
asimismo, la autorización de las transferencias por parte de la Secretaría de Finanzas, 
para garantizar un uso eficiente y efectivo del gasto público. Garantizando que se respete 
el presupuesto establecido y evitando que se hagan modificaciones (incrementos) sin una 
planificación pertinente. 

4.	 El CNE debe gestionar bajo un criterio técnico y profesional, apegado al marco constitucional 
y legal y a las condiciones que aseguren mayor integridad a los resultados electorales, 
privilegiando una actuación con criterios de imparcialidad y objetividad y no sobre la base 
de criterios o intereses partidarios políticos; siendo esta la única manera de fortalecer la 
democracia y recuperar la credibilidad y la imagen del ente de administración electoral. 

5.	 El CNE debe realizar las inversiones oportunas para un Sistema de Transmisión de Resultados 
Electorales Preliminares (TREP), confiable y funcional para elecciones generales y licitaciones 
en los tiempos adecuados. Es imperante, efectuar en los momentos adecuados todas las 
compras y adquisiciones, y se necesitan licitaciones y procesos de contratación para no llegar 
a tiempos de dudosa efectividad. Es esencial, realizar las inversiones para las capacitaciones 
de los miembros de las MER y no delegarlas a los partidos políticos.

6.	 El CNE y los demás órganos electorales deben brindar comunicación expedita y eficaz a la 
ciudadanía sobre el funcionamiento de cada etapa del proceso electoral y sus actividades a 
fin de generar mayor certeza electoral y confianza en el proceso. 

7.	 El TJE debe asegurar la publicación de las fichas resumen de los casos resueltos, debiendo 
hacerlo de forma inmediata a las resoluciones emitidas, para garantizar la transparencia y el 
principio de máxima publicidad sobre la labor jurisdiccional.
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8.	 Los partidos políticos y sus miembros deben establecer mecanismos de intercambio de 
información con las diferencias instancias electorales, instituciones gubernamentales y policía 
de investigación, que permita la identificación y disuasión de acciones que atenten contra la 
integridad física de los participantes en el proceso electoral. Así como, la aprobación y puesta 
en práctica de un código de ética entre los participantes, que permita identificar los conflictos 
internos y externos que afrontan los actores políticos, en materia.

9.	 Los partidos políticos deben establecer estrategias para que los candidatos/as a diputados/as, 
dirigentes, militantes, simpatizantes o electores de los movimientos internos denuncien ante 
las instancias de seguridad y justicia, los diferentes tipos de violencia que son objeto y que 
den seguimiento a las denuncias para que las autoridades actúen con la debida diligencia y 
judicialicen los casos. Esta acción estimulará la cultura de denuncia y generará un clima de 
confianza con los entes de justicia.

10.	La nueva Ley Electoral y el nuevo Código Penal deben establecer que la práctica del 
clientelismo electoral sea un delito, especialmente el uso electoral de los programas sociales, 
lo que debiera ser considerado un delito grave. Asimismo, el CNE debería prohibir la entrega 
de bonos y otros apoyos oficiales asistencialistas en los últimos 15 días previos al cierre 
de campañas y proceso de votaciones, así como la inauguración de obras públicas en ese 
período.

11.	Dada la creciente manipulación proselitista de los programas asistenciales, la sociedad 
hondureña y los partidos políticos deben demandar e impulsar sus mayores esfuerzos 
para erradicar el clientelismo electoral del seno de la administración pública, una práctica 
ampliamente extendida, institucionalizada e interiorizada por la llamada “clase política”.

12.	Se recomienda a la Unidad Contra los Delitos Electorales, adscrita al Ministerio Público (MP), 
atender las denuncias a nivel nacional de prácticas clientelares y del uso proselitista de los 
programas asistenciales, procediendo a investigarlas en colaboración con el CNE y la Unidad 
de Financiamiento, Transparencia y Fiscalización.

13.	En cuanto al financiamiento de los partidos políticos y candidatos, así como a los gastos de 
campaña, se recomienda respetar y cumplir los límites de gastos establecidos tanto como los 
plazos de tiempo propuestos para los reportes e informes que deben ser presentados ante las 
autoridades competentes y la ciudadanía en general.

14.	Fortalecer los diferentes órganos electorales para que estén en capacidad de obtener mayor 
información sobre el origen de los fondos y los gastos destinados a la publicidad electoral, 
a modo de hacer cumplir la normativa ya escrita: La eficacia y efectividad del sistema 
dependen de la implementación de mecanismos de control independientes con capacidad 
técnica y presupuestaria que les permita llevar adelante su labor(*), para realizar una 
efectiva auditoría de informes y no se limiten únicamente al registros de estos. Es imperativo 
garantizar la transparencia en los procesos de rendición de cuentas.

15.	Los partidos políticos deben fortalecer sus mecanismos internos para identificar y seleccionar 
candidatas y candidatos de alta calidad, que puedan dirigir iniciativas de transparencia, 
integridad y prestación de servicios, a fin de reconstruir la confianza pública en los partidos 
políticos y la democracia. Esto debe ser incorporado a la nueva Ley Electoral.
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16.	La nueva Ley Electoral debería contener disposiciones para que el CNE y los partidos políticos 
pongan a disposición de la ciudadanía en sus portales web institucionales, la información 
básica de las y los candidatos (as) (Por ejemplo: Currículo, plan de gobierno, declaración de 
intereses, declaración de bienes patrimoniales e incluso si tienen o no pendiente procesos 
judiciales).

17.	La nueva Ley Electoral debería contemplar los inhabilidades ya establecidas en la Constitución 
de la República, y otras nuevas, que imposibiliten la participación a cargos de elección 
popular, a cualquier persona que haya sido condenada por un tribunal colegiado por delitos 
de distinto tipo, ya sea delitos contra la economía popular, la administración y el patrimonio 
público y particular, el sistema financiero, el mercado de capitales, los previstos en la ley 
que regula la quiebra, así como contra el medio ambiente y la salud pública. Así también 
el rechazo a la rendición de cuentas en el desempeño de un cargo público o una función, 
después de la separación, pérdida o la renuncia a cargos públicos.
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ANEXOSV

1.	Enlaces digitales del trabajo de los miembros de la REDH
�� Comunicados opinión pública: 

http://www.caritas.hn/?p=2806
http://www.caritas.hn/wp-content/uploads/2021/03/Apuntes-No163.pdf 
http://www.caritas.hn/?p=2857
http://www.caritas.hn/wp-content/uploads/2021/03/Apuntes-No164.pdf

�� Observación y Seguimiento a ELECCIONES PRIMARIAS 2021
https://elecciones.hn

�� Plataforma Web de Dato Público
 https://datopublico.hn

•	 Perfiles de precandidatas y precandidatos:
 	 https://datopublico.hn/perfiles/

•	 Difusión de resultados oficiales:
 	 https://datopublico.hn/resultado-elecciones-primarias-2021/

•	 Publicaciones en medios digitales :
https://criterio.hn/lanzan-dato-publico-plataforma-para-conocer-quienes-son-los-
aspirantes-a-la-alcaldia-de-tegucigalpa/      

https://enaltavoz.com/lanzan-dato-publico-plataforma-que-muestra-a-votantes-
informacion-y-propuestas-de-quienes-aspiran-a-la-alcaldia-del-distrito-central/

https://diarioroatan.com/lanzan-dato-publico-plataforma-que-muestra-informacion-y-
propuestas-de-quienes-aspiran-a-la-alcaldia-del-d-c/

https://liberalhonduras.com/2021/03/10/plataforma-web-datos-publico-muestra-
informacion-de-aspirantes-a-la-alcaldia-de-dc/

•	 Redes sociales de Datos Público:

https://www.facebook.com/DatoPublicoHN
https://twitter.com/DatoPublicoHN

•	 Videos animados:

https://www.facebook.com/DatoPublicoHN/videos/470469890815046
https://www.facebook.com/DatoPublicoHN/videos/251934503240446
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2.	Alertas
Alerta #1, 21 de septiembre de 2020.
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Alerta #2, 15 de diciembre de 2020.
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Alerta #3, 01 de febrero de 2021.
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Alerta #4, 15 de febrero de 2021.
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Alerta #5, 16 de marzo de 2021. 
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Alerta #6, 13 de abril de 2021.
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3.	Informe de hallazgos y recomendaciones preliminares de la 
observación temática de las elecciones primarias 2021, 12 de 
marzo de 2021. 
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